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Sobre:   

Custodia  

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, la Juez Brignoni Mártir y el Juez Ronda del 

Toro 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico a 30 de junio de 2022. 

Comparece el Sr. Eddie H. González Alvez, en 

adelante el señor González o el apelante, y solicita 

que revoquemos una Resolución emitida por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Humacao, en adelante 

TPI. Mediante esta, el foro primario declaró No Ha 

Lugar la solicitud de custodia compartida solicitada 

por el señor González y estableció un plan detallado 

de relaciones paternofiliales. 

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se confirma la Resolución apelada. 

-I- 

El señor González y la Sra. Frances López, en 

adelante señora López o apelada, sostuvieron una corta 

relación de noviazgo durante la cual procrearon al 

menor E.S.G.L. Las partes finalizaron su relación 

sentimental cuando el menor tenía 5 meses de nacido.  
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Posteriormente, la apelada presentó una demanda 

mediante la cual solicitó la custodia, relaciones 

filiales y alimentos sobre el menor; a su vez, el 

señor González solicitó la custodia compartida.  

Luego de un extenso trámite que se ha extendido 

por casi 9 años, la señora López solicitó una Vista de 

Impugnación del más reciente informe social.  

Durante la vista declararon la Trabajadora Social 

del Tribunal Carmen Rosario y la perito de la señora 

López, la Trabajadora Social Ileana Carrión Maldonado.  

Luego de la celebración de la vista, el TPI 

formuló las siguientes determinaciones de hechos: 

1. Las partes sostuvieron una relación 

sentimental en la que iniciaron una 

convivencia al poco tiempo de 

conocerse, dicha convivencia se 

extendió por diecisiete meses, desde 

marzo de 2012 hasta agosto de 2013. 

En la relación las partes procrearon 

al menor Eddie Sebastián González 

López nacido el 9 de marzo de 2013, 

el menor cuenta en este momento con 

nueve años cumplidos y cursa el 

tercer grado de la escuela elemental. 

Las partes finalizaron la relación 

sentimental cuando el menor era un 

infante de poco más de cinco meses de 

nacido. … 

 

3. La relación entre las partes finalizó 

tras un incidente de violencia 

doméstica por el cual la demandante 

solicitó una orden de protección bajo 

la Ley 54 de Prevención de Violencia 

Doméstica. Se expidió orden de 

protección final en el caso OPA2013-

004906 a favor de la demandante y en 

contra del demandado la cual tuvo 

vigencia del 13 de agosto de 2013 al 

13 de noviembre de 2013. De las 

determinaciones de hecho realizadas 

en dicha orden surge que “… En el 

pasado año han tenido varios 

incidentes de violencia doméstica que 

incluyen insultos, agresiones y 

amenazas. En el día de hoy 

sostuvieron otra discusión y 

peticionado, de forma agresiva, se 

llevó al bebé. Peticionaria teme por 
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sus seguridad.” Durante la relación 

de las partes la policía intervino en 

varias ocasiones por incidentes de 

violencia o abuso emocional del 

demandado a la demandante. No se 

radicaron cargos por estos 

incidentes. Surge que las partes 

habían estado acudiendo a terapia de 

pareja por incidentes de violencia. 

 

4. La demandante tiene diagnóstico de 

ansiedad y de depresión y se ha 

mantenido recibiendo asistencia 

psicológica. También ha recibido 

tratamiento psiquiátrico para la 

depresión en diversos momentos. 

 

5. No surge del expediente si el 

demandado cumplió con orden y 

recomendación de ser evaluado por un 

psiquiatra. Surge que inició 

tratamiento psicológico en el año 

2020, aunque se había ordenado que lo 

hiciera desde el 2014. No se tienen 

datos de dicho tratamiento o si 

estuvo sujeto en el pasado a algún 

tratamiento. 

 

6. Se iniciaron relaciones paterno 

filiales de manera supervisada. 

Posteriormente de manera terapéutica 

y después sin supervisión hasta que 

se ampliaron a que el menor 

pernoctara con el padre y que 

compartiera varios días a la semana a 

su salida de la escuela. Las 

relaciones paterno filiales casi 

siempre se han cumplido y se han 

podido llevar a cabo usualmente con 

la intervención de terceros. Las 

relaciones paterno filiales se han 

visto suspendidas en varias 

ocasiones, en dos peticiones de orden 

de protección de menores: SJL246-

2019-059 y en el caso por la HUL246-

2021-00229 radicados por la 

demandante y por una situación en que 

el menor se negó a irse por un tiempo 

con su padre. 

 

7. Por aproximadamente un año las partes 

lograron acuerdos extrajudiciales en 

los que la demandante utilizó la 

asistencia del demandado y de la 

abuela paterna del niño para el 

recogido en la escuela y su cuido 

ante el trabajo que tiene la 

demandante y la emergencia tras el 

paso del Huracán María. 
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8. La demandante ha solicitado en tres 

ocasiones órdenes de protección 

contra el demandado: en agosto de 

2013 en el caso OPA2013-004906 la 

cual fue concedida por tres meses; en 

octubre de 2014 en el caso OPA2014-

25244, la cual fue dejada sin efecto; 

y, en agosto de 2019 en el caso 

OPA2019-007529 la cual se expidió por 

un año. 

 

9. Tanto en uno de los cuidos que 

asistió el menor, como en los [sic] 

Colegio La Inmaculada y el Colegio 

San Benito donde ha estudiado el 

menor, han tenido que solicitar 

asistencia de la policía u órdenes de 

protección contra el demandado por la 

forma agresiva en que se presentó a 

las escuelas. Aunque ninguna de las 

órdenes fue extendida se tomaron 

medidas para que el recogido en la 

escuela del menor fuera hecho por la 

abuela paterna. 

 

10. Se ha señalado de manera reiterada 

tanto por la demandante, evaluadores, 

escuela y terapeutas del menor que el 

niño presenta serios rezagos en sus 

destrezas de lectura, dificultades de 

aprendizaje y que ha presentado 

problemas en su conducta. El 

demandado niega esto, fundamenta su 

negación en las buenas calificaciones 

del menor y en que en su hogar el 

niño no se porta así. Las 

calificaciones del menor en primer y 

segundo grado fueron sobresalientes. 

 

11. Las partes no tienen comunicación. 

Esos problemas de comunicación han 

requerido el uso constante de 

intermediarios para recogido y 

entrega del menor y se ha requerido 

de la asistencia de las abogadas de 

las partes o del Tribunal para tomar 

decisiones para la crianza del 

menor.1  

 

En consideración de lo anterior, el TPI declaró 

No Ha Lugar la solicitud de custodia compartida tras 

entender que la misma no resultaría en el mejor 

bienestar del menor en este momento. En particular, el 

foro primario determinó que el Informe Social no 

 
1 Apéndice del apelante, págs. 31-32. 
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contiene datos suficientes como para establecer el 

cumplimiento con la mayoría de los criterios 

establecidos en el Art. 7 de la Ley Protectora de los 

Derechos de los Menores en el Proceso de Adjudicación 

de Custodia de 2011, Ley Núm. 223-2011, 32 LPRA sec. 

3186, en adelante Ley Núm. 223-2011. Específicamente, 

concluyó que “[l]as partes no tienen comunicación, 

tras más de ocho años de litigio lo único que han 

logrado es comunicarse a través de intermediarios o a 

través de sus abogadas”. Cónsono con lo anterior, el 

TPI diseñó un modelo de relaciones paternofiliales 

durante la semana, para la época festiva y para el 

verano. 

 En desacuerdo, el señor González presentó una 

Urgentísima Moción en Solicitud de Reconsideración a 

Resolución Sobre Custodia Compartida y en Solicitud de 

Determinaciones de Hechos y Conclusiones de Derecho 

Adicionales,2 la cual fue declarada No Ha Lugar.3 

Inconforme con dicha determinación, el apelante 

presentó una Apelación en la que alega la comisión de 

los siguientes errores: 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA AL REVOCAR EL PLAN DE RELACIONES 

PATERNO FILIALES DE TODOS LOS MARTES, 

TODOS LOS JUEVES Y LOS FINES DE SEMANAS 

ALTERNOS DE VIERNES A LUNES ESTABLECIDO 

REITERADAMENTE POR EL TPI SALA DE SAN JUAN 

DESDE EL 2015 HASTA EL 2019 MEDIANTE 

RESOLUCIÓN ACOGIENDO INFORME SOCIAL DEL 

2014 Y DEL 2019. 

 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA AL REVOCAR EL PLAN FILIAL DE LAS 

ÉPOCAS FESTIVAS Y DE LOS VERANOS DURANTE 

DOS SEMANAS CADA MES DE VERANO SEGÚN 

ACORDADO ENTRE LAS PROPIAS PARTES Y 

ACREDITADO AL TRIBUNAL. 

 
2 Id., págs. 41-90.  
3 Id., pág. 2.  
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ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA AL DEJAR SIN EFECTO LAS 

RECOMENDACIONES DE LA UNIDAD SOCIAL EN 

TORNO A CUSTODIA COMPARTIDA; PLAN FILIAL Y 

LUGAR DE ENTREGA DEL MENOR EN CAGUAS. 

 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA AL DEJAR SIN EFECTO LA 

RECOMENDACIÓN DE LA UNIDAD SOCIAL Y 

ÓRDENES PARA QUE LA MADRE (DEMANDANTE-

APELADA) SE SOMETA AL PLAN DE SERVICIOS 

DEL DEPARTAMENTO DE LA FAMILIA POR HABERSE 

ENCONTRADO INCURSA EN NEGLIGENCIA Y 

MALTRATO EMOCIONAL EN CONTRA DEL MENOR 

ANTE EL ABUSO DEL SISTEMA Y SOLICITUDES DE 

ÓRDENES DE PROTECCIÓN PARA EVITAR LAS 

RELACIONES PATERNO FILIALES. 

 

 La parte apelada no presentó su alegato en 

oposición en el término concedido por este Tribunal. 

En consecuencia, el recurso está perfeccionado y listo 

para adjudicación. 

Luego de revisar el escrito del señor González y 

los documentos que obran en el expediente, estamos en 

posición de resolver. 

-II- 

A. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico, en adelante 

TSPR, ha establecido que en toda controversia sobre la 

custodia legal de un menor de edad, el tribunal tendrá 

como su único norte y propósito principal el bienestar 

y los mejores intereses del menor.4 Esto se puede 

aquilatar mediante una evaluación social que tome en 

consideración los siguientes factores, a saber: (1) la 

preferencia del menor, su sexo, edad, y salud mental y 

física; (2) el cariño que puede brindársele por las 

partes en controversia; (3) la habilidad de aquellas 

para satisfacer debidamente las necesidades afectivas, 

 
4 Nudelman v. Ferrer Bolívar, 107 DPR 495, 508-509 (1978); Marrero 

v. García, 105 DPR 90 (1976). 
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morales y económicas del menor; (4) el grado de ajuste 

del menor al hogar, la escuela y la comunidad en que 

vive; (5) la interrelación del menor con las partes, 

sus hermanos y otros miembros de la familia; y (6) la 

salud psíquica de todas las partes.5 

En el proceso de análisis y ponderación de estos 

factores participan los peritos de las Salas de 

Relaciones de Familia por medio de la Clínica de 

Diagnóstico de la Rama Judicial. Aquellos pueden ser 

Trabajadores Sociales, Sicólogos Clínicos y/o 

Siquiatras, que realizan las evaluaciones sociales 

forenses necesarias a las partes y a los menores.6 No 

obstante, en el proceso decisional del foro 

sentenciador, las recomendaciones sobre custodia de 

los Trabajadores Sociales constituyen uno de los 

factores a considerar, más no el único.7 

En lo pertinente, el Art. 7 de la Ley Núm. 223-

2011 dispone lo siguiente: 

Al considerarse una solicitud de 

custodia en la que surjan controversias 

entre los progenitores en cuanto a la 

misma, el tribunal referirá el caso al 

trabajador social de Relaciones de 

Familia, quien realizará una evaluación y 

rendirá un informe con recomendaciones al 

Tribunal. Tanto el trabajador social, al 

hacer su evaluación, como el tribunal, al 

emitir su determinación, tomarán en 

consideración los siguientes criterios: 

 

1. La salud mental de ambos 

progenitores, así como la del hijo(a) 

o hijos(as) cuya custodia se va a 

adjudicar. 

 

2. El nivel de responsabilidad o 

integridad moral exhibido por cada 

 
5 Nudelman v. Ferrer Bolívar, supra, pág. 511. (Citas omitidas). 
6 Muñoz Sánchez v. Báez de Jesús, 195 DPR 645, 652 (2016). 
7 Art. 8 de la Ley Protectora de los Derechos de los Menores en el 

Proceso de Custodia de 2011, Ley Núm. 223-2011 (32 LPRA sec. 

3186). 
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uno de los progenitores y si ha 

habido un historial de violencia 

doméstica entre los integrantes del 

núcleo familiar.  

 

3. La capacidad de cada progenitor para 

satisfacer las necesidades afectivas, 

económicas y morales del menor, tanto 

presentes como futuras.  

 

4. El historial de cada progenitor en la 

relación con sus hijos, tanto antes 

del divorcio, separación o disolución 

de la relación consensual, como 

después del mismo. 

  

5. Las necesidades específicas de cada 

uno de los menores cuya custodia está 

en controversia.  

 

6. La interrelación de cada menor, con 

sus progenitores, sus hermanos y 

demás miembros de la familia.  

 

7. Que la decisión no sea producto de la 

irreflexión o coacción.  

 

8. Si los progenitores poseen la 

capacidad, disponibilidad y firme 

propósito de asumir la 

responsabilidad de criar los hijos 

conjuntamente.  

 

9. Los verdaderos motivos y objetivos 

por los cuales los progenitores han 

solicitado la patria potestad y 

custodia compartida.  

 

10. Si la profesión, ocupación u oficio 

que realizan los progenitores 

impedirá que funcione el acuerdo 

efectivamente. 

 

11. Si la ubicación y distancia de ambos 

hogares perjudica la educación del 

menor.  

 

12. La comunicación que existe entre los 

progenitores y la capacidad para 

comunicarse mediante comunicación 

directa o utilizando mecanismos 

alternos.  

 

13. Analizará la presencia de la 

enajenación parental, o cualesquiera 

otras razones que pudieran ocasionar 

la resistencia del menor para 

relacionarse con sus padres. La 

enajenación parental se refiere a la 

obstaculización por parte de uno de 

los progenitores de las relaciones 
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filiales de sus hijos o hijas, 

menores de edad, con el otro 

progenitor, mediante el uso de 

diferentes estrategias, con el 

propósito de transformar o adoctrinar 

la conciencia de sus hijos o hijas, a 

los fines de denigrar, impedir, 

obstruir o destruir sus vínculos con 

el otro progenitor y el menor de edad 

presenta pensamientos o sentimientos 

de rechazo hacia el otro progenitor; 

demuestra actitudes negativas hacia 

este o si, en efecto, se ha afectado 

el vínculo afectivo entre el menor y 

el otro progenitor. Todas las 

actuaciones que surgen del presente 

inciso deben ocurrir de forma 

repetitiva de modo que constituyan un 

patrón y no basado en hechos 

aislados. 

 

14. Cualquier otro criterio válido o 

pertinente que pueda considerarse 

para garantizar el mejor bienestar 

del menor.8 

 

En Maldonado v. Burris, nuestro más alto foro 

reiteró la norma de que los tribunales están obligados 

a considerar y ponderar todos los factores que inciden 

en el mejor bienestar de los menores.9 Por ello, ningún 

factor por sí sólo es decisivo o determinante en el 

proceso de toma de decisiones.10 Por lo tanto, se 

insiste en que “[n]o es el derecho de los padres a 

relacionarse con la menor el criterio decisivo en los 

casos de custodia, sino el mejor bienestar del 

menor”.11 

Por tal razón, en los casos en que se demuestre 

que alguno de los progenitores no se encuentra 

capacitado para ostentar la custodia, los tribunales, 

actuando en beneficio de los mejores intereses de los 

 
8 Art. 7 de la Ley Núm. 223-2011 (32 LPRA sec. 3185). 
9 Maldonado v. Burris, 154 DPR 161, 167 (2001). Véase, además, 

Sánchez Cruz v. Torres Figueroa, 123 DPR 418, 431 (1989); 

Nudelman v. Ferrer Bolívar, supra; Centeno Alicea v. Ortiz, 105 

DPR 523, 527 (1977). 
10 Marrero v. García, supra, pág. 105. 
11 Maldonado v. Burris, supra, pág. 168. (Énfasis suplido). 
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menores, no la concederá. No obstante, los tribunales 

deben estar atentos a cualquier actuación frívola e 

infundada de alguno de los progenitores, dirigida a 

impedir que el otro progenitor disfrute de la custodia 

compartida, aun cuando se encuentre capacitado para 

ello.12 

B. 

 Reiteradamente el TSPR ha resaltado la 

importancia social que tiene el que se permita, de la 

manera más libre posible, que un padre no custodio se 

relacione con su hijo menor de edad. Se trata de un 

derecho de naturaleza personal y familiar y su fin es 

favorecer y facilitar amplias relaciones humanas y 

afectivas entre familiares.13 Relacionarse de manera 

adecuada con sus padres es parte integral del 

bienestar del menor por el cual deben velar los 

tribunales.14 

 Al evaluar qué es lo mejor para el menor a los 

fines de regular las relaciones paterno filiales, los 

tribunales deberán considerar los siguientes factores, 

a saber: la preferencia del menor, su sexo, edad y 

salud mental y física; el cariño que pueda brindársele 

por las partes en controversia; la habilidad de las 

partes para satisfacer debidamente las necesidades 

afectivas, morales y económicas del menor; el grado de 

ajuste del menor al hogar, la escuela y la comunidad 

en que vive; la interrelación del menor con las 

partes, sus hermanos y otros miembros de la familia; y 

 
12 Art. 4 de la Ley Núm. 223-2011 (32 LPRA sec. 3182). 
13 Rivera Ríos, Ex parte, 173 DPR 678, 681-682 (2008); Sterzinger 

v. Ramírez, 116 DPR 762, 775 (1985). 
14 Véase, Hidalgo v. Depto. Servicios Sociales, 129 DPR 605, 619 

(1991). 
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la salud síquica de todas las partes.15 Lo anterior 

cobra mayor importancia en aquellos casos en que los 

progenitores no se ponen de acuerdo en cómo se 

regularán las relaciones paternofiliales o cuando 

éstas tienen un efecto adverso a los intereses de los 

menores.16 

Así pues, al adjudicar este tipo de controversias 

el tribunal está obligado a sopesar integradamente 

todos los factores que tenga a su alcance para lograr 

la solución más justa posible.17 

Finalmente, al dictar la forma en que se 

regularán los derechos de visita del padre no 

custodio, el tribunal deberá asegurarse de que aquel 

está capacitado para tener la compañía de su hijo 

fuera del ámbito del otro progenitor por determinado 

tiempo, el cual podría ser desde unas horas hasta 

varios meses. De ordinario, se permitirá el derecho a 

tener la compañía temporera del menor de la forma más 

amplia y razonable posible, de acuerdo a las 

circunstancias y el bienestar del menor. Ello con el 

propósito de garantizar el derecho fundamental del 

padre o madre no custodio a la privacidad e intimidad 

en las relaciones familiares con sus hijos.18  

C. 

 Es norma firmemente establecida que el foro 

apelativo “no debe intervenir con las determinaciones 

de hechos ni con la adjudicación de credibilidad que 

haya efectuado el juzgador de los hechos”, ni tiene 

 
15 Torres, Ex parte, 118 DPR 469, 481-483 (1987); Véase además, 

Maldonado v. Burris, supra, pág. 164. 
16 Sterzinger v. Ramírez, supra, pág. 778. 
17 Véase, Nudelman v. Ferrer Bolívar, supra. 
18 Sterzinger v. Ramírez, supra, págs. 778-779. 
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facultad de sustituir por sus propias apreciaciones, 

las determinaciones del foro primario.19 De modo, que 

los tribunales apelativos deben mantener deferencia a 

la apreciación de la prueba que realiza un tribunal de 

instancia.20 Como excepción, su deferencia cede cuando 

se demuestra que el juzgador de hechos actuó movido 

por pasión, prejuicio o parcialidad o que incurrió en 

error manifiesto.21 

Sin embargo, en lo que respecta a prueba 

documental o pericial no existe primacía de la 

apreciación de un foro sobre el otro. Al contrario, 

tanto el tribunal de instancia como el de apelaciones 

se encuentran en la misma posición.22 

-III- 

En síntesis, el señor González arguye que el TPI 

erró al denegar la custodia compartida y al alterar 

las relaciones paternofiliales, contrario a las 

recomendaciones del Informe Social. Entiende que el 

foro primario, al así actuar, abusó de su discreción y 

actuó en contra al principio rector en todo caso de 

custodia, el mejor bienestar del menor.  

Nuestra revisión independiente del expediente 

revela que las determinaciones de hecho del TPI están 

debidamente fundamentadas.  

Del mismo modo, el Informe Social objeto de la 

vista de impugnación fue claramente insuficiente. Así 

pues, no proporcionó fundamentos para determinar el 

 
19 Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, 741 (2007); Rolón 

v. Charlie Car Rental, Inc., 148 DPR 420, 433 (1999). 
20 McConnell v. Palau, 161 DPR 734, 750 (2004). Véase, además, 

Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2. 
21 Gómez Márquez et al. v. El Oriental, 203 DPR 783, 793 (2020). 
22 González Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746, 776-777 

(2011); Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 79 (2004). 
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cumplimiento con los criterios 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 

9, 10, 11, 13 y 14 de la Ley Núm. 223-2011.  

De lo anterior, es razonable coincidir con la 

apreciación del TPI que citamos in extenso: 

En el caso ante nos entendemos que no 

están presentes las condiciones para que 

el mejor bienestar del menor esté 

protegido a través de una custodia 

compartida. Tras casi nueve años de 

litigio que se extienden por cinco tomos, 

sólo podemos concluir que a estas alturas 

las partes no han sido capaces de llegar a 

un entendido que les permita si no 

valorarse y respetarse, al menos 

controlarse para poder poner como 

prioridad el mejor bienestar de su hijo. 

Este Tribunal toma conocimiento de que a 

lo largo de este litigio los tres abogados 

que han atendido a las partes en 

diferentes momentos se han visto sumidos 

en un proceso que va más allá de una 

simple representación legal y se han 

terminado convirtiendo en mediadores y 

coordinadores de los asuntos y decisiones 

más básicas en favor de Eddie Sebastián. 

Esta situación se ve reflejada en gran 

parte de las mociones que ambas partes 

someten las que en ocasiones vienen 

acompañadas de los correos electrónicos 

con propuestas, contrapropuestas y 

solicitudes sin respuesta de que les 

respondan para llegar a un entendido. Este 

proceso de intervención de las abogadas en 

el sinnúmero de asuntos en los que las 

partes no llegan a acuerdos ha terminado 

convirtiendo el proceso de criar a un niño 

en uno de excesiva judicialización que 

refleja la falta de confianza y 

comunicación entre las partes.23 

 

Por otro lado, el recurso de apelación es a todas 

luces insuficiente para derrotar la presunción de 

corrección de la Resolución recurrida. Esto es así, 

porque las primeras 22 páginas del Alegato del 

Apelante pretenden impugnar, a base de alegaciones 

conclusorias y acomodaticias, la fundamentada 

interpretación que hizo el TPI del abultado 

expediente. De igual forma, el resto del alegato 

 
23 Apéndice del apelante, pág. 35. (Énfasis suplido). 
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intenta cuestionar la interpretación del foro 

sentenciador de la Ley Núm. 223-2011. Sin embargo, el 

apelante no nos puso en posición de revisar la 

Resolución recurrida porque no acompañó la prueba 

oral, la prueba pericial o los documentos que nos 

hubiesen permitido identificar los errores 

presuntamente cometidos por el TPI. 

Finalmente, tampoco estamos en posición de 

intervenir con el plan de relaciones paternofiliales y 

de relaciones paternofiliales durante las festividades 

diseñado por el TPI. No hay indicio alguno de que al 

confeccionarlo el foro sentenciador no haya sopesado 

integradamente todos los factores pertinentes para 

alcanzar la solución más justa posible. En cambio, de 

lo que sí estamos seguros es de que la preferencia del 

apelante por determinado modelo de relaciones 

paternofiliales no es un criterio que deba mover 

nuestra discreción judicial hacia la modificación del 

esquema de relaciones paternofiliales establecido por 

el foro sentenciador.  

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma 

la Resolución y Orden apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

El Juez Ronda del Toro concurre sin opinión 

escrita.  

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


